EDGAR ORLANDO ÁNGELES PÉREZ, OFICIAL MAYOR DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE HIDALGO, DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 5 FRACCIÓN III, 21, 46 FRACCIONES VIII, IX, X, XI, XIV DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA PARA EL ESTADO DE HIDALGO; 1, 2, 5, 7 FRACCIÓN II INCISO C, 11 FRACCIONES I, XI, XII Y DEL REGLAMENTO INTERIOR DE LA OFICIALÍA MAYOR; Y 57, 59, y 61 DE LA LEY DE BIENES DEL ESTADO DE HIDALGO; Y

CONSIDERANDO
PRIMERO. Que uno de los principios en la Actualización del Plan Estatal de Desarrollo 2022-2028, publicada en el Periódico Oficial del Estado de Hidalgo el 20 de marzo de 2026, es el fortalecimiento de la gestión pública mediante la implementación de mecanismos normativos y administrativos que promuevan el uso eficiente, racional y transparente de los recursos públicos, en concordancia con los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030.
SEGUNDO. Que con fecha 31 de marzo de 2023 se publicó en el Periódico Oficial del Estado la Ley Orgánica de la Administración Pública para el Estado de Hidalgo, la cual establece las bases de organización y funcionamiento de las dependencias que integran la Administración Pública Centralizada, mismas que deberán conducir sus actividades con base en las políticas, prioridades y estrategias que determine la Persona Titular del Poder Ejecutivo del Estado para el cumplimiento de los objetivos y metas de los planes y programas gubernamentales.
TERCERO. Que de conformidad con lo dispuesto por la citada Ley Orgánica, corresponde a las dependencias de la Administración Pública Estatal formular, respecto de los asuntos de su competencia, los proyectos de leyes, reglamentos, decretos, acuerdos, circulares, manuales y demás disposiciones administrativas que resulten necesarias para el adecuado ejercicio de sus atribuciones.
CUARTO. Que la Ley de Bienes del Estado de Hidalgo establece las bases para la administración, control, conservación, aprovechamiento, desincorporación y destino final de los bienes muebles e inmuebles propiedad del Estado, así como las facultades de las autoridades encargadas de su manejo y administración.
QUINTO. Que la Ley General de Contabilidad Gubernamental y las disposiciones emitidas por el Consejo Nacional de Armonización Contable (CONAC) establecen los criterios para el registro, control y valuación del patrimonio público, incluyendo los bienes muebles que forman parte de los activos de los entes públicos, por lo que resulta necesario contar con disposiciones administrativas que permitan mantener la debida correspondencia entre los registros patrimoniales, los inventarios institucionales y la información contable del Estado.
SEXTO. Que con fecha 06 de diciembre de 2024 se publicó en el Periódico Oficial del Estado el Reglamento Interior de la Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo, mediante el cual se establecen las atribuciones de sus unidades administrativas, entre ellas la Dirección General de Recursos Materiales, a la cual corresponde normar y ejecutar los procesos relativos a la administración, control, asignación, desincorporación, enajenación y destino final de los bienes muebles propiedad del Estado administrados por el Poder Ejecutivo.
SÉPTIMO. Que resulta necesario establecer disposiciones administrativas que regulen de manera clara y homogénea los procesos relacionados con el registro, control, administración, reaprovechamiento, desincorporación y destino final de los bienes muebles a cargo de las dependencias de la Administración Pública Centralizada, a fin de fortalecer la gestión patrimonial del Estado, mantener actualizados los inventarios institucionales y garantizar certeza jurídica en los procedimientos relacionados con la disposición de dichos bienes.
Por lo anteriormente expuesto y fundado, he tenido a bien expedir el siguiente:
ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECEN LAS NORMAS GENERALES SOBRE BIENES MUEBLES A CARGO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA CENTRALIZADA DEL ESTADO DE HIDALGO.
CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1. Las disposiciones contenidas en las presentes Normas Generales son de observancia obligatoria para las dependencias del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo, y regulan actos administrativos que inciden directamente en el patrimonio del Estado, por lo que deberán sujetarse estrictamente al principio de legalidad y a las disposiciones aplicables en materia de contabilidad gubernamental, responsabilidades administrativas y control patrimonial.
Artículo 2. Las presentes Normas Generales tienen por objeto regular los procesos de planeación, programación, registro, asignación, control, resguardo, reaprovechamiento, desincorporación y destino final de los bienes muebles que se encuentren bajo la administración, uso o resguardo de las dependencias de la Administración Pública Centralizada del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo, así como la organización y funcionamiento del Comité.
Tratándose de la donación y recepción de bienes muebles derivado de la celebración de convenios, acuerdos o mediante programas con la Federación, deberá atenderse a las disposiciones normativas que al efecto emita la Persona Titular del Poder Ejecutivo.
Artículo 3. Para los efectos de las presentes Normas Generales se entenderá por:
I. Activos biológicos: Los recursos vivos, tales como animales o plantas, que forman parte del patrimonio del Estado destinados a la producción, aprovechamiento, investigación, exhibición o conservación, sujetos a procesos de transformación biológica (crecimiento, reproducción o deterioro), cuyo control y registro debe realizarse conforme a su naturaleza y vida útil estimada.
II. Activos intangibles: Los activos no físicos que representan derechos, privilegios o ventajas controlados por el Estado, tales como software, licencias, patentes, marcas, concesiones u otros de naturaleza similar, de los cuales se espera obtener beneficios o potencial de servicio para el cumplimiento de funciones públicas.
III. Afectación: La asignación de bienes muebles a una Unidad Administrativa o equivalente para el cumplimiento de sus funciones, registrada en el Sistema de Inventarios.
IV. Almacén General: El Almacén General del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo, dependiente de la Dirección General de Servicios Generales de la Oficialía Mayor.
V. Almoneda: Cada una de las etapas o rondas consecutivas de venta pública de bienes muebles desincorporados en un procedimiento de subasta, las cuales conllevan una base de tasación o valor de referencia específico.
VI. Alta: El registro de los bienes muebles que ingresen por cualquier medio legal al patrimonio del Estado y que sean administrados por el Poder Ejecutivo por conducto de la Oficialía Mayor, a través de la Dirección General de Recursos Materiales.
VII. Avalúo: El resultado del proceso técnico mediante el cual se determina el valor de un bien en unidades monetarias a una fecha determinada, plasmado en un dictamen emitido por persona especialista o institución competente.
VIII. Baja administrativa: El proceso administrativo y contable mediante el cual se cancela de forma definitiva el registro de un bien mueble en el inventario de la Dependencia y en el Sistema de Inventarios del Estado, lo que implica su exclusión del activo, derivada de su desincorporación y destino final, o bien por su pérdida, robo, siniestro o destrucción.
IX. Bienes: Los bienes muebles propiedad del Estado Libre y Soberano de Hidalgo, asignados a las dependencias de la Administración Pública Centralizada, que son susceptibles de registro, control, resguardo y administración, y que se utilizan para el cumplimiento de sus funciones, incluyendo aquellos que, por su naturaleza, formen parte del activo conforme a las disposiciones en materia de contabilidad gubernamental.
X. Bienes de activo fijo: Los bienes muebles utilizados para el desarrollo de las actividades de las dependencias, susceptibles de inventario mediante su registro individual.
XI. Bienes de consumo: Los bienes muebles que por su naturaleza se consumen o deterioran con su uso en el desarrollo de las actividades de las dependencias, y cuyo control se realiza mediante registro global en inventarios.
XII. Bienes muebles: Se consideran muebles por su naturaleza o por disposición de la ley, en términos de la legislación civil aplicable, que son administrados por el Poder Ejecutivo por conducto de la Oficialía Mayor, a través de la Dirección General de Recursos Materiales.
XIII. Bienes no útiles: Aquellos bienes muebles que, por su estado físico, obsolescencia, deterioro, imposibilidad de uso y/o imposibilidad de reaprovechamiento, han dejado de ser funcionales o resulta inconveniente seguir utilizándolos para el servicio público. No obstante, conserva la posibilidad de ser reasignado, enajenado, donado o aprovechado mediante sus componentes.
XIV. Catálogo: El Catálogo de Bienes Muebles que forman parte del patrimonio del Estado administrados por el Poder Ejecutivo por conducto de la Oficialía Mayor.
XV. Clave armonizada: La serie de dígitos clasificados que permite identificar de forma estandarizada los bienes muebles conforme al clasificador por objeto del gasto y a las disposiciones de contabilidad gubernamental.
XVI. Comité: El Comité de Bienes Muebles propiedad del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo.
XVII. Dependencias: Las dependencias de la Administración Pública Centralizada del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo.
XVIII. Depreciación: La distribución sistemática del costo de adquisición de un bien mueble entre su vida útil estimada, conforme a los parámetros técnicos y porcentajes de depreciación emitidos por el Consejo Nacional de Armonización Contable (CONAC) y las disposiciones que para tal efecto determine la Secretaría de Hacienda del Estado.
XIX. Desincorporación: Acto administrativo y patrimonial mediante el cual un bien mueble deja de formar parte del patrimonio del Estado Libre y Soberano de Hidalgo, administrado por el Poder Ejecutivo por conducto de la Oficialía Mayor, a través de la Dirección General de Recursos Materiales, previo dictamen o acuerdo del Comité, perdiendo su naturaleza de bien público para efectos de su disposición a un tercero.
XX. Destino final: El procedimiento administrativo mediante el cual se dispone de manera definitiva de los bienes previamente desincorporados, pudiendo consistir en enajenación, donación, destrucción, transferencia u otra forma legalmente autorizada.
XXI. Dictamen técnico: La opinión fundada emitida por persona especialista o área competente mediante la cual se determina el estado físico, funcional, mecánico o económico de un bien para efectos de su disposición.
XXII. Dirección General de Recursos Materiales: La Dirección General de Recursos Materiales de la Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo.
XXIII. Dirección General de Servicios Generales: La Dirección General de Servicios Generales de la Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo.
XXIV. Enajenación: La transmisión del derecho de propiedad de un bien mueble por cualquier medio legal autorizado.
XXV. Estado: El Estado Libre y Soberano de Hidalgo.
XXVI. Expediente técnico-administrativo: El conjunto ordenado de documentos físicos o electrónicos que integran el procedimiento administrativo relativo al registro, control, reaprovechamiento,, desincorporación o destino final de bienes muebles, que sustenta la legalidad y trazabilidad del acto.
XXVII. Incorporación: Acto administrativo mediante el cual un bien mueble ingresa formalmente al patrimonio del Estado, derivado de donación, comodato, permuta, dación en pago, cesión de derechos, adjudicación o cualquier otra figura jurídica distinta a la adquisición, quedando sujeto a su registro en el sistema de inventarios institucional y en los registros contables correspondientes.
XXVIII. Inventario: La relación detallada, ordenada, veraz y valorada de los bienes muebles pertenecientes al Estado.
XXIX. Ley: La Ley de Bienes del Estado de Hidalgo.
XXX. Normas Generales: Las presentes Normas Generales de la Administración Pública Centralizada del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo.
XXXI. Número de inventario: El identificador alfanumérico asignado a cada bien mueble dentro del Sistema de Inventarios para su control patrimonial individual.
XXXII. Obsolescencia Técnica: Condición de un bien mueble que ha quedado rezagado frente a los avances tecnológicos (resultando incompatible con los sistemas actuales, carente de soporte técnico o refacciones en el mercado) o bien, cuyo costo operativo de mantenimiento, reparación o almacenamiento resulta desproporcionado e ineficiente en relación con el beneficio real que aporta al servicio público.
XXXIII. Oficialía Mayor: La Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo.
XXXIV. Participante: La persona física o moral que interviene legalmente y cumple con los requisitos para participar en un procedimiento de enajenación de bienes muebles.
XXXV. Poder Ejecutivo: El Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo.
XXXVI. Postura legal: La oferta económica en firme que cubre, cuando menos, las dos terceras partes del valor de salida o precio mínimo de enajenación fijado para los bienes muebles objeto de una subasta en su primera almoneda.
XXXVII. Reaprovechamiento: El uso o reasignación de bienes muebles en desuso que, por sus condiciones físicas o mecánicas, pueden continuar prestando servicio en otra Unidad Administrativa del Poder Ejecutivo.
XXXVIII. Resguardo interno: El documento de control técnico-administrativo extendido por las áreas administrativas de cada dependencia, firmado por la persona servidora pública responsable a quien se le asigna de manera individual un bien para su uso, aprovechamiento y conservación.
XXXIX. Resguardo oficial: El documento emitido por la Oficialía Mayor, a través de la Dirección General de Recursos Materiales, mediante el cual se acredita la posesión y la responsabilidad administrativa de una dependencia sobre los bienes muebles propiedad del Estado.
XL. Reubicación o Cambio de adscripción: El movimiento administrativo y operativo de bienes muebles entre Unidades Administrativas o equivalentes y dependencias para su reasignación funcional, formalizado en el Sistema de Inventarios.
XLI. Sistema de Inventarios: El sistema electrónico e informático institucional mediante el cual se registra, controla, actualiza y administra el inventario de bienes muebles del Poder Ejecutivo.
XLII. Unidad Administrativa o equivalente: Las áreas y direcciones que integran las dependencias y los Órganos Desconcentrados de la Administración Pública Centralizada, responsables del uso, resguardo y administración operativa de los bienes muebles que tienen asignados.
XLIII. Verificación de inventarios: La revisión física, ocular y documental que se realiza de manera periódica sobre los bienes muebles para corroborar su existencia real, estado físico, ubicación y su debida correspondencia con el Sistema de Inventarios.

Artículo 4. La interpretación administrativa de las presentes Normas Generales, así como la resolución de los casos no previstos en las mismas, corresponderá a la Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales.
Tratándose de activos biológicos, su registro, control, resguardo, valuación y baja se sujetarán a las presentes Normas, atendiendo a su naturaleza propia. Para tal efecto, la Oficialía Mayor podrá emitir Lineamientos Técnicos Complementarios que regulen las particularidades de su ciclo de vida, identificación y destino final, debiendo contar con la opinión técnica de la dependencia resguardante según su especialidad.


CAPÍTULO II
DE LA CLASIFICACIÓN DE BIENES MUEBLES
Artículo 5. Las presentes Normas Generales regulan exclusivamente los bienes muebles del dominio privado del Estado a cargo de las dependencias.
Quedan exceptuados de la aplicación de este instrumento aquellos bienes muebles que, por su valor histórico, cultural, artístico o arqueológico, formen parte del patrimonio cultural del Estado o estén declarados como bienes del dominio público, los cuales se sujetarán a las leyes específicas en la materia y a las disposiciones que determine la autoridad competente.
Artículo 6. Para efectos de las presentes Normas Generales, los bienes se consideran muebles por su naturaleza o por disposición de la ley, en términos de la legislación civil aplicable.
Artículo 7. De conformidad con lo dispuesto por la Ley General de Contabilidad Gubernamental, las disposiciones emitidas por el Consejo Nacional de Armonización Contable y la normatividad adjetiva aplicable, los bienes muebles, para efectos de su registro y control patrimonial, se clasifican en:
I. Bienes muebles considerados como activo fijo: Aquellos que son susceptibles de inventario mediante su identificación y registro individual, que no se consumen con su primer uso y cuya vida útil estimada sea superior a un año; y
II. Bienes muebles considerados de consumo: Aquellos que por su naturaleza o destino se consumen, deterioran o extinguen con su uso en el desarrollo de las actividades operativas de las dependencias, y cuyo control se realiza mediante registro global en inventarios.
CAPÍTULO III
DEL REGISTRO Y CONTROL DE BIENES MUEBLES
Artículo 8. La Oficialía Mayor, a través de la Dirección General de Recursos Materiales, determinará las medidas conducentes para evitar la acumulación de bienes muebles.
Artículo 9. Quedan sujetos a las disposiciones de control patrimonial de estas Normas Generales los activos intangibles y los activos biológicos propiedad del Estado a cargo de las dependencias, los cuales deberán registrarse, valuarse y administrarse de conformidad con la legislación aplicable en materia de bienes, los postulados básicos de contabilidad gubernamental y los lineamientos emitidos por el Consejo Nacional de Armonización Contable.
Artículo 10. Las dependencias de la Administración Pública Centralizada serán responsables de ejecutar las acciones de registro y control patrimonial de los bienes muebles que tengan asignados, de conformidad con lo siguiente:
I. El registro comprenderá la inscripción oportuna, clasificación, valuación y actualización de los movimientos de alta, baja o reubicación de los bienes muebles en el Sistema de Inventarios, conforme a las disposiciones de contabilidad gubernamental; y
II. El control patrimonial consistirá en las acciones de vigilancia, asignación de resguardos internos, mantenimiento, conservación física y verificación periódica de los bienes, destinadas a garantizar su óptimo aprovechamiento en el servicio público.
Artículo 11. La Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales y conforme a sus facultades y atribuciones, integrará, administrará y actualizará de manera permanente el Catálogo de bienes muebles, al cual deberán sujetarse las dependencias para efectos del registro y control del inventario patrimonial del Estado.
Artículo 12. Las dependencias, por conducto de sus unidades administrativas o equivalentes, serán responsables de la administración, resguardo y uso adecuado de los bienes muebles que les hayan sido asignados para el desarrollo de sus funciones.
Artículo 13. Cuando se identifiquen bienes muebles que no se encuentren previstos en el Catálogo, la Dirección General de Recursos Materiales procederá a su registro, asignándoles la clave armonizada correspondiente, para lo cual deberá contar con la descripción completa y detallada de sus datos y características técnicas, a efecto de incorporarlos al grupo y subgrupo que corresponda conforme a la estructura del Catálogo.
Artículo 14. El registro y control de los bienes de consumo se realizará de manera global, correspondiendo a cada dependencia determinar, conforme a sus necesidades administrativas, la procedencia de asignar resguardos individuales.
Artículo 15. Todos los bienes muebles que ingresen formalmente al patrimonio del Estado a través de adquisición, donación, cesión de derechos, compra-venta, adjudicación o cualquier otro medio legal que transmita el dominio, deberán ser dados de alta obligatoriamente en el Sistema de Inventarios en un plazo no mayor a diez días hábiles posteriores a su recepción formal.
Artículo 16. Los bienes muebles que se encuentren bajo el uso, administración o explotación de las dependencias, pero cuya titularidad jurídica no corresponda al Estado —tales como aquellos recibidos en comodato, transferencia en posesión, asignación temporal o arrendamiento financiero y operativo— no serán considerados altas patrimoniales, pero quedarán sujetos a un registro especial de control y seguimiento en el Sistema de Inventarios para efectos de responsabilidad administrativa y aseguramiento.
Artículo 17. Las Unidades Administrativas o equivalentes de las dependencias, en coordinación con la Dirección General de Recursos Materiales, serán responsables de dar seguimiento permanente a los bienes muebles desde su alta patrimonial o registro de control inicial, abarcando su asignación, reubicación, mantenimiento y conservación hasta su destino final.
Artículo 18. Posterior al registro y control inicial de los bienes en el Sistema de Inventarios, las dependencias llevarán a cabo revisiones periódicas y verificaciones físicas y oculares de sus existencias. Dichas verificaciones tendrán como finalidad constatar la localización real, las condiciones operativas y el estado de conservación de los bienes asignados, debiendo levantar el acta de resultados correspondiente.

CAPÍTULO IV
DEL ALTA DE BIENES MUEBLES
Artículo 19. Una vez realizado el alta patrimonial o el registro de control correspondiente en el Sistema de Inventarios, la Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, emitirá el Resguardo Oficial a favor de la dependencia a la que se adscriban los bienes muebles. Este documento acreditará la posesión legal y la responsabilidad institucional sobre la custodia, conservación y correcto uso de estos. 
Artículo 20. Las Unidades Administrativas o equivalentes de cada dependencia tendrán la obligación de emitir y mantener actualizados los Resguardos Internos individuales por cada bien mueble asignado. Todo servidor público que reciba un bien para el desempeño de sus funciones deberá suscribir dicho resguardo, asumiendo la responsabilidad directa de su cuidado, debida conservación y permanencia en el lugar de adscripción autorizado.
Artículo 21. Cuando una persona servidora pública se separe de su empleo, cargo o comisión por cualquier causa legal, o sea sujeta a un cambio de adscripción, estará obligada a entregar formalmente los bienes muebles bajo su resguardo a la Unidad Administrativa o equivalente. Una vez verificado el estado físico y la existencia real de los bienes contra el inventario, el área administrativa emitirá la Constancia de No Adeudo de Bienes Muebles, documento indispensable para el trámite de entrega-recepción institucional y la liberación de sus percepciones finales.
Artículo 22. Los bienes muebles que por sus condiciones de uso y destino operativo se encuentren ubicados en áreas comunes, pasillos, salas de espera o pasajes de libre acceso dentro de las instalaciones de las dependencias, deberán contar con un Resguardo Interno especial, cuya responsabilidad recaerá formalmente en la persona titular del área administrativa o de servicios generales de la propia dependencia, o bien, en el servidor público que expresamente se designe para tal efecto.
Artículo 23. La Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, podrá requerir a las dependencias la documentación e información necesarias para realizar el movimiento de alta de los bienes muebles en el Sistema de Inventarios.
Artículo 24. Los documentos de resguardo empleados para el registro y control patrimonial de los bienes muebles deberán expedirse a través del Sistema de Inventarios y contener, de manera enunciativa más no limitativa, los siguientes requisitos:
I. Descripción detallada del bien mueble, que incluya su naturaleza, marca, modelo, número de serie y color;
II. La clave armonizada y el número de inventario asignado de forma individualizada;
III. El valor de adquisición del bien mueble; tratándose de bienes en posesión derivados de contratos de comodato, arrendamiento o figuras afines, se registrará el valor de referencia, valor estimado o valor de reposición asentado en el instrumento jurídico correspondiente;
IV. Nombre, cargo, clave de empleado y firma autógrafa o electrónica de la persona servidora pública responsable del resguardo; y
V. Ubicación física, área de adscripción y Unidad Administrativa o equivalente responsable del bien.
Artículo 25. Cuando se presenten situaciones que alteren la existencia, estado físico o ubicación de los bienes muebles asignados a una dependencia —tales como siniestros, daños por causas de fuerza mayor o el hallazgo de bienes no inventariados—, la Unidad Administrativa o equivalente responsable del resguardo deberá dar aviso inmediato al área administrativa de la dependencia.
El área administrativa procederá al levantamiento de un acta circunstanciada de hechos, la cual deberá cumplir con las siguientes formalidades:
I. Lugar, fecha y hora en que se inicia y concluye la diligencia;
II. Nombre, cargo y adscripción de los servidores públicos que intervienen, así como de dos testigos de asistencia;
III. Relación detallada de los hechos y la descripción precisa de los bienes muebles afectados, incluyendo su número de inventario cuando aplique y características físicas; y
IV. Las firmas autógrafas o electrónicas de todos los que en ella intervinieron.
De todo levantamiento de acta se deberá notificar formalmente al Órgano Interno de Control de la dependencia y a la Dirección General de Recursos Materiales, remitiendo copia digitalizada a través del Sistema de Inventarios en un plazo no mayor a tres días hábiles posteriores a su firma.
Artículo 26. Las Unidades Administrativas o equivalentes de las dependencias, bajo la coordinación de sus respectivas áreas de administración, tendrán la obligación de efectuar el levantamiento del inventario físico general de los bienes muebles bajo su resguardo, por lo menos una vez al año, preferentemente durante el último trimestre del ejercicio fiscal correspondiente.
Dicho procedimiento se sujetará a las siguientes bases:
I. Se realizará de conformidad con los lineamientos, calendarios y formatos digitales que para tal efecto emita la Oficialía Mayor, a través de la Dirección General de Recursos Materiales;
II. Los resultados del inventario físico deberán ser conciliados directamente contra los registros analíticos del Sistema de Inventarios;
III. En caso de detectarse bienes muebles no registrados (sobrantes), se procederá de manera inmediata a su regularización mediante el acta de hechos correspondiente y su consecuente alta patrimonial cuando aplique; y
IV. De identificarse la ausencia o extravío de bienes (faltantes), el área administrativa de la dependencia estará obligada a iniciar de forma inmediata las acciones legales y administrativas cond ucentes, dando intervención al Órgano Interno de Control para el deslinde de responsabilidades a que haya lugar.
Artículo 27. Las plantillas, reportes y estados valorados resultantes del levantamiento del inventario físico anual deberán ser validados y suscritos con firma electrónica o autógrafa, de manera conjunta, por la persona titular de la dependencia y por la persona titular de su respectiva área administrativa o equivalente.
Una vez firmada la documentación que valide el inventario, la dependencia tendrá la obligación de remitirla formalmente a la Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, en un plazo no mayor a quince días hábiles posteriores a la conclusión de su levantamiento físico.
La omisión en la validación, firma o remisión oportuna de los inventarios en el plazo establecido será notificada de inmediato al Órgano Interno de Control de la dependencia para los efectos de la Ley de Responsabilidades Administrativas aplicable.
Artículo 28. Los bienes muebles propiedad de particulares, empresas prestadoras de servicios o de las propias personas servidoras públicas, que se introduzcan temporalmente a las instalaciones de las dependencias para un uso estrictamente personal o ajeno a los contratos institucionales, no serán objeto de registro en el Sistema de Inventarios, ni formarán parte del control patrimonial del Estado.
La introducción y permanencia de dichos bienes se sujetará a las siguientes reglas de deslinde:
I. Requerirá la autorización por escrito de la persona titular del área administrativa de la dependencia, mediante el formato de control de acceso correspondiente;
II. El Gobierno del Estado de Hidalgo y las dependencias no asumirán obligación alguna de custodia, vigilancia o aseguramiento sobre dichos bienes, quedando su cuidado bajo la estricta y exclusiva responsabilidad de su propietario; y
III. En caso de pérdida, robo, destrucción, daño o deterioro de los bienes muebles a que se refiere este artículo, no procederá reclamación alguna de indemnización o reposición con cargo al presupuesto público.
Quedan exceptuados de este artículo los bienes muebles en posesión del Estado derivados de contratos de arrendamiento, comodato o asignación formal, los cuales se regirán por lo dispuesto en el Artículo 17 de las presentes Normas Generales y las cláusulas del instrumento jurídico respectivo.

Artículo 29. La Oficialía Mayor, conforme a las atribuciones conferidas en el artículo 46 de la Ley Orgánica de la Administración Pública para el Estado de Hidalgo y las disposiciones adjetivas aplicables, podrá suscribir los instrumentos jurídicos para la recepción de donaciones o la celebración de contratos de comodato de bienes muebles destinados al cumplimiento de las funciones de las dependencias.
Para tales efectos, las dependencias, a través de sus Unidades Administrativas o equivalentes, deberán:
I. Analizar la factibilidad de recibir los bienes muebles ofrecidos, considerando su vida útil o vida útil remanente, los costos de conservación, mantenimiento y, en su caso, los de reparación necesarios para su óptima operación;
II. Verificar, con base en la documentación idónea presentada por la persona donante o comodante, la propiedad legal del bien mueble, determinando su valor conforme a los criterios siguientes:
a) Tratándose de bienes muebles nuevos, su valor se determinará con base en el comprobante fiscal que ampare su adquisición original; si el instrumento jurídico de origen no lo estipula, se sujetará al avalúo o a los parámetros de valuación emitidos por el Consejo Nacional de Armonización Contable 
b) 	Tratándose de bienes muebles usados, el valor se determinará tomando como referencia el de bienes con características similares registrados en el Sistema de Inventarios o mediante el dictamen de avalúo correspondiente;
III. Informar previamente a la Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, respecto de las donaciones o comodatos que se pretendan formalizar, a efecto de obtener el dictamen de procedencia correspondiente.
Una vez formalizado el instrumento jurídico, la Dirección General de Recursos Materiales procederá al alta patrimonial en el Sistema de Inventarios únicamente cuando se trate de donaciones; en el caso de comodatos, se efectuará exclusivamente el registro en las cuentas de control y seguimiento de bienes en posesión, de conformidad con el Artículo 17 de estas Normas Generales.
Quedan exceptuadas las donaciones de bienes muebles que se realicen con base en convenios, acuerdos o programas celebrados con la Federación, mismas que se sujetarán a las disposiciones normativas que emita la Persona Titular del Poder Ejecutivo. 
Artículo 30. Cuando la persona donante requiera el comprobante fiscal que ampare la donación realizada a favor del Estado, deberá solicitarlo por escrito ante la Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales.
La Dirección General de Recursos Materiales gestionará ante la Secretaría de Hacienda del Estado, por conducto de su Dirección General de Contabilidad Gubernamental, la emisión del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) correspondiente, bajo la modalidad y términos que establezcan las disposiciones fiscales federales vigentes.
CAPÍTULO V
DEL ALMACÉN GENERAL
Artículo 31. El Almacén General del Poder Ejecutivo, bajo la adscripción de la Dirección General de Servicios Generales, fungirá exclusivamente como el espacio institucional centralizado para la recepción física, guarda, custodia temporal, control de existencias y distribución de los bienes muebles y materiales del Estado, de conformidad con las atribuciones que le confiere el Reglamento Interior de la Oficialía Mayor.
Para los efectos de estas Normas Generales, las actividades del Almacén General serán:
I. Recibir y resguardar físicamente los bienes muebles de consumo y activos fijos adquiridos de manera centralizada, previo a su distribución y asignación formal a las dependencias;
II. Conservar los bienes bajo condiciones óptimas de seguridad, orden e higiene, implementando los sistemas de control de entradas y salidas físicas correspondientes; y
III. Recibir y custodiar temporalmente aquellos bienes muebles no útiles, desechos o materiales desincorporados que el Comité o la Dirección General de Recursos Materiales determinen, única y exclusivamente para efectos de su resguardo previo a la ejecución de su destino final.
En ningún caso las dependencias podrán depositar bienes en el Almacén General sin contar previamente con el dictamen técnico, la autorización del Comité o la orden de transferencia emitida por la Dirección General de Recursos Materiales.
Artículo 32. El procedimiento para la recepción física de bienes muebles en el Almacén General se sujetará a las siguientes disposiciones:
I. Al momento de la entrega por parte del proveedor o contratista, el personal del Almacén General realizará de forma inmediata una confronta física y documental, verificando que las cantidades, marcas, modelos, series y especificaciones técnicas correspondan estrictamente con la orden de compra o contrato respectivo, así como con la factura o remisión presentada;
II. De encontrarse a entera satisfacción, el Almacén General emitirá la constancia de recepción física temporal o el sello de recibido correspondiente, debiendo notificar formalmente a la dependencia destinataria y a la Dirección General de Recursos Materiales en un plazo no mayor a dos días hábiles posteriores al ingreso;
III. En caso de detectarse faltantes, vicios ocultos, daños materiales o incumplimiento en las especificaciones contractuales, el Almacén General rechazará la recepción física de los bienes, procediendo al levantamiento de un acta circunstanciada de incidencias que será  notificada al área correspondiente para la aplicación de las penas convencionales o rescisión contractual a que haya lugar; y
IV. Los bienes muebles recibidos a satisfacción permanecerán bajo resguardo físico del Almacén General hasta que la Dirección General de Recursos Materiales asigne el número de inventario correspondiente para su entrega definitiva a la dependencia solicitante.
Artículo 33. El depósito de bienes muebles en el Almacén General tendrá carácter temporal y no implicará la transferencia de la responsabilidad patrimonial, administrativa o jurídica sobre los mismos.
Las dependencias de origen conservarán en todo momento la responsabilidad sobre los bienes que hubieren remitido, incluyendo su situación jurídica, administrativa, estado físico y la determinación de su destino final, hasta en tanto se emita la resolución correspondiente por el Comité y se materialice conforme a las presentes Normas Generales.
El Almacén General será responsable exclusivamente del resguardo, control y administración operativa de los bienes, entendida como su manejo físico, almacenamiento, conservación y registro, sin asumir responsabilidad por la falta de gestión, seguimiento o definición del destino final por parte de la dependencia remitente, cuando ésta continúe siendo responsable de los mismos.
Las dependencias estarán obligadas a dar seguimiento a los bienes de activo fijo depositados en el Almacén General, atender oportunamente los requerimientos de información, documentación y realizar las gestiones necesarias para la determinación de su destino final. 
CAPÍTULO VI
CAMBIOS DE ADSCRIPCIÓN
Artículo 34. La reubicación o cambio de adscripción de bienes muebles procederá cuando, por necesidades estrictas del servicio público, se requiera su traslado entre dependencias o entre las Unidades Administrativas o equivalentes que las integran, sujetándose a los siguientes supuestos:
I. Interinstitucional: Cuando los bienes muebles se transfieran de manera definitiva de una dependencia a otra de la Administración Pública Centralizada, requiriendo la autorización previa de la Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales; 
II. Interno: Cuando los bienes se reasignen entre las Unidades Administrativas o equivalentes, o áreas de una misma dependencia, requiriendo la autorización de su respectiva área administrativa; y 
III. Por Devolución o Desincorporación: De una dependencia al Almacén General, tratándose de bienes no útiles, cuya transferencia física haya sido previamente autorizada por el Comité o por la Dirección General de Recursos Materiales.
La reubicación o cambio de adscripción surtirá efectos legales y administrativos una vez que se formalice el movimiento en el Sistema de Inventarios, se cancele el resguardo anterior y se emita el nuevo Resguardo Oficial o Resguardo Interno según corresponda, deslindando la responsabilidad del servidor público cedente.
Artículo 35. En el supuesto de la fracción III del artículo que antecede, la dependencia resguardante deberá remitir a la Dirección General de Recursos Materiales el oficio fundado y motivado que justifique el movimiento, acompañado de un diagnóstico sobre el estado físico, funcional o mecánico del bien elaborado por su área administrativa, el cual servirá como base para la integración del Expediente técnico-administrativo respectivo.
CAPÍTULO VII
DEL REAPROVECHAMIENTO DE LOS BIENES MUEBLES
Artículo 36. Los bienes muebles que no resulten de utilidad para la dependencia resguardante, previa justificación, podrán ser depositados en el Almacén General o en las bodegas anexas que determine la Oficialía Mayor, con el propósito de que puedan ser reaprovechados por otras dependencias conforme a las disposiciones aplicables.
Artículo 37. La Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Servicios Generales, integrará y mantendrá actualizado un listado de bienes muebles susceptibles de reaprovechamiento, con la finalidad de que puedan ser reasignados a las dependencias que los requieran, procurando su redistribución racional y el aprovechamiento de los recursos públicos. 
Artículo 38. Con excepción de los casos específicos previstos en el artículo 2, El Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo, a través de la Oficialía Mayor podrá obtener de la Federación, entidades federativas, municipios, entidades paraestatales, así como de personas físicas o morales, bienes muebles que se encuentren en condiciones de ser reaprovechados, mediante cualquiera de los medios legales previstos en las presentes Normas Generales.  
Artículo 39. Cuando los bienes muebles o desechos depositados bajo la custodia física del Almacén General no sean susceptibles de reaprovechamiento, la Dirección General de Servicios Generales lo notificará formalmente a la Dirección General de Recursos Materiales, a efecto de que esta última integre el Expediente técnico-administrativo y formalice la propuesta de desincorporación y destino final ante el Comité.
Excepcionalmente, las dependencias podrán solicitar una prórroga para mantener bienes en depósito temporal en el Almacén General, de conformidad con lo siguiente:
I. La solicitud deberá remitirse mediante oficio debidamente fundado y motivado a la Dirección General de Servicios Generales, antes del vencimiento del plazo de retiro establecido en estas Normas Generales;
II. La prórroga autorizada no podrá exceder en ningún caso de sesenta días hábiles, contados a partir de la fecha de su aprobación; y
III. Transcurrido dicho plazo sin que la dependencia retire los bienes muebles, la Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, procederá a su inmediata reubicación o cambio de adscripción institucional, o bien, iniciará su proceso de baja definitiva conforme a las necesidades del servicio público.
CAPÍTULO VIII
DE LA REVISIÓN FÍSICA DE BIENES MUEBLES
Artículo 40. La revisión física de bienes muebles consiste en la verificación de su existencia, estado y condiciones de uso en las dependencias resguardantes, mediante visitas realizadas por la Oficialía Mayor a través de la Dirección General de Recursos Materiales. 
Dicha revisión podrá realizarse en los siguientes supuestos: 
I. A solicitud de la Unidad Administrativa o equivalente de la dependencia resguardante; 
II. Como parte de la revisión física anual programada; o  
III. Cuando la Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, lo estime necesario para efectos de control y verificación patrimonial.
De cada revisión física se levantará el acta correspondiente, la cual formará parte del expediente de control patrimonial de la dependencia
Artículo 41. Cuando la Unidad Administrativa o equivalente solicite por escrito a la Dirección General de Recursos Materiales la revisión física de los bienes muebles bajo su resguardo, ésta se realizará conforme a las prioridades institucionales y a la disponibilidad de recursos. 
Como resultado de la revisión física se podrán identificar, entre otros, los siguientes supuestos: 
I. Bienes con registro: bienes localizados físicamente que cuentan con registro en el Sistema de Inventarios; 
II. Bienes sin registro: bienes localizados físicamente que no se encuentran registrados en el Sistema de Inventarios. 
Artículo 42. Derivado de los resultados obtenidos, la Unidad Administrativa o equivalente deberá conciliar la información levantada con los registros del Sistema de Inventarios y con los resguardos oficiales correspondientes, pudiendo identificarse los siguientes casos: 
a) Bienes con resguardo: bienes localizados y soportado mediante resguardo oficial debidamente firmado; 
b) Bienes faltantes: bienes registrados y soportados con resguardo oficial que no fueron localizados físicamente; 
c) Bienes no identificados: bienes localizados que carecen de número de inventario o resguardo oficial; y 
d) Bienes registrados en otras dependencias: bienes localizados que cuentan con registro en el Sistema de Inventarios y resguardo oficial en una dependencia distinta, situación que deberá regularizarse mediante el movimiento de cambio de adscripción correspondiente.
Artículo 43. Corresponde a la Dirección General de Recursos Materiales, programar y calendarizar la revisión física periódica de bienes muebles, la cual podrá realizarse de manera general o mediante muestreo, de acuerdo con las prioridades institucionales y la disponibilidad de recursos.
Asimismo, las unidades administrativas responsables del resguardo de los bienes deberán garantizar en todo momento su disponibilidad, localización e identificación, así como su exhibición para efectos de verificación física, proporcionando el acceso y las facilidades necesarias al personal designado para la revisión.
La Dirección General de Recursos Materiales, en coordinación con el Almacén General, deberá realizar inventarios físicos periódicos, conciliaciones entre registros físicos y el Sistema de Inventarios, así como mantener bitácoras de movimientos que permitan verificar la trazabilidad de los bienes muebles.
Artículo 44. Las dependencias, a través de sus Unidades Administrativas o equivalentes, deberán informar a la Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, el resultado de la revisión física de los bienes muebles que tengan asignados para su posterior cotejo.
Las diferencias que resulten deberán ser aclaradas o subsanadas dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación del acta correspondiente. 
Cuando durante la revisión se detecte que un bien mueble registrado y amparado mediante resguardo oficial no fue localizado, la Dirección General de Recursos Materiales notificará por escrito a la Unidad Administrativa o equivalente para que informe su localización o, en su caso, proceda a su reposición o pago conforme a las disposiciones aplicables.
CAPÍTULO IX
DEL DESTINO FINAL DE LOS BIENES MUEBLES
Artículo 45. La Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, integrará el Expediente técnico-administrativo de cada bien mueble susceptible de destino final, con la documentación prevista en las presentes Normas Generales, la cual deberá ser remitida por la Unidad Administrativa o equivalente mediante oficio debidamente fundado y motivado, en el que se indiquen las causas que justifican el destino final del bien.
El procedimiento de destino final procederá en los siguientes supuestos:
I. Cuando los bienes muebles depositados en el Almacén General, previo dictamen técnico, determinen que, por su estado físico, funcional o por obsolescencia técnica y/o económica no resultan útiles para la prestación del servicio público o su reparación resulte incosteable, podrán ser sujetos de enajenación o destrucción conforme a las presentes Normas Generales; 
II. Cuando exista determinación debidamente fundada y motivada de autoridad competente, que por razones de orden público, interés general o utilidad social justifique la disposición del bien mueble; y 
III. Cuando un bien mueble permanezca en custodia en el Almacén General por más de sesenta días hábiles sin solicitud de reaprovechamiento, la Dirección General de Recursos Materiales podrá proponer al Comité su destino final, conforme a los procedimientos establecidos en las presentes Normas Generales
Artículo 46. A petición fundada y motivada de las Unidades Administrativas o equivalentes, podrá tramitarse la baja administrativa de activos intangibles cuando haya concluido su vigencia, derechos de uso o licenciamiento, o cuando por su naturaleza no sea procedente su resguardo físico ni su ingreso al Almacén General.
Artículo 47. Cuando un bien mueble sea objeto de extravío o siniestro, la persona servidora pública responsable de su resguardo deberá levantar acta administrativa circunstanciada ante la Unidad Administrativa que le corresponda e informar en un término no mayor a 5 días hábiles a su superior jerárquico y al Órgano Interno de Control, a efecto de que se integren las actuaciones y documentación que correspondan y se realicen las investigaciones respectivas conforme a la normatividad aplicable; tratándose de robo, se procederá conforme lo anterior y se realizará la denuncia correspondiente ante el agente del Ministerio Público competente.
Artículo 48. La Dirección General de Recursos Materiales integrará el expediente respectivo y realizará las acciones necesarias para la actualización de los registros patrimoniales, así como para la gestión de los trámites de aseguramiento, recuperación o baja que resulten procedentes.
La determinación de la depreciación acumulada, valor en libros y demás registros contables asociados al bien se realizará conforme a la Ley General de Contabilidad Gubernamental y a las disposiciones emitidas por el Consejo Nacional de Armonización Contable y demás disposiciones aplicables.
Artículo 49. Cuando mediante resolución o determinación emitida por la autoridad competente se establezca la obligación de resarcir el daño ocasionado al patrimonio estatal, éste podrá cumplirse mediante la reposición de un bien igual o de características equivalentes, o mediante el pago del valor estimado de reposición en los términos que determine la autoridad competente, lo anterior de conformidad a lo establecido por las Reglas de Registro y Valuación del Patrimonio emitidas por el Consejo Nacional de Armonización Contable. 
Artículo 50. Cuando un bien ya se encuentre depreciado al 100% y deba reponerse, se tomará como referencia el valor de reposición de un bien de características similares, mediante una investigación de mercado, la cual será puesta a disposición del Comité de Bienes para su posterior dictaminación.
La reposición tendrá por objeto restituir al patrimonio del Estado un bien de características similares a las del bien, perdido, robado o siniestrado, independientemente del valor contable que este tenga registrado.
En caso de recuperación posterior del bien, se efectuarán las actualizaciones patrimoniales y contables que correspondan. 
Artículo 51. La baja administrativa de los activos biológicos se realizará bajo los siguientes criterios: 
I. Por causas naturales: muerte, enfermedad incurable o agotamiento biológico, acreditados mediante informe del área técnica competente de la Dependencia; 
II. Por siniestro o robo: se aplicará lo conducente en el artículo 44 de las presentes normas; y 
III. Por destino final: cuando el Comité determine su enajenación, donación o sacrificio por razones de control poblacional o sanitario.
Artículo 52. La Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, quien integrará el expediente correspondiente, y con el apoyo técnico y operativo de la Dirección General de Servicios Generales, someterá al conocimiento del Comité los bienes muebles que se encuentren en depósito en el Almacén General y que sean susceptibles de destino final, a efecto de que dicho órgano colegiado determine el procedimiento aplicable conforme a las presentes Normas Generales.
CAPÍTULO IX
DEL COMITÉ
Artículo 53. El Comité es el órgano colegiado encargado de analizar, dictaminar y autorizar el destino final de los bienes muebles propiedad del Estado que se encuentren depositados en el Almacén General o en las bodegas anexas, una vez que hayan sido integrados los expedientes técnicos-administrativos correspondientes.
Artículo 54. El Comité ejercerá sus funciones con apego a los principios de legalidad, eficiencia, economía, transparencia y rendición de cuentas en la administración del patrimonio público.
Artículo 55. Su integración, funcionamiento y atribuciones se regirán por lo dispuesto en su Acuerdo de creación, en sus lineamientos correspondientes y las presentes Normas Generales.
Artículo 56. Ningún procedimiento de desincorporación ni destino final de bienes muebles podrá ejecutarse sin el dictamen previo, expreso y formal del Comité de Bienes Muebles.

CAPÍTULO X
DE LOS PROCEDIMIENTOS DE ENAJENACIÓN
Artículo 57. Los bienes muebles susceptibles de desincorporación deberán contar previamente con un expediente técnico-administrativo integrado por la Dirección General de Recursos Materiales, el cual contendrá, cuando menos:
I. Registro en el Sistema de Inventarios; 
II. Documento idóneo que acredite la propiedad, en original o copia certificada;
III. Resguardo oficial vigente correspondiente al bien de que se trate, debidamente requisitado;
IV. Dictamen técnico, el cual deberá: 
a) Ser elaborado por el área técnica competente de la dependencia resguardante o, en su caso, por un tercero especializado cuando la naturaleza, especialidad o complejidad técnica del bien así lo requiera; 
b) Determinar de manera expresa el estado físico, funcional o mecánico del bien; 
c) Señalar la cantidad de bienes objeto del procedimiento; y 
d) Incluir los elementos técnicos suficientes que sustenten la viabilidad de su reaprovechamiento o, en su caso, su destino final.
Artículo 58. Tratándose de lotes de bienes muebles que por su avanzado deterioro o estado físico sean considerados como desecho o chatarra, el dictamen técnico podrá ser sustituido por una Cédula de Inspección Ocular emitida conjuntamente por la Dirección General de Recursos Materiales y la Dirección General de Servicios Generales. En dicho documento se hará constar formalmente su condición de inservibilidad y la inviabilidad económica de su reparación.
Para efectos de someter la desincorporación y destino final de estos lotes a la consideración del Comité, la Dirección General de Recursos Materiales deberá integrar el Expediente técnico-administrativo correspondiente, el cual contendrá, como mínimo, la siguiente documentación:
I. La Cédula de Inspección Ocular o, en su caso, el dictamen técnico sustituido; 
II. El avalúo o la determinación del valor mínimo de enajenación que sirva como base para la subasta o almoneda, cuando corresponda; 
III. Evidencia documental y fotográfica que demuestre de forma clara el estado físico de los bienes; 
IV. La justificación administrativa firmada por el área responsable que sustente la inviabilidad de su reaprovechamiento; 
V. El dictamen o acta de aprobación emitida por el Comité; 
VI. La resolución administrativa de desincorporación que declare la pérdida de la naturaleza pública del bien; y 
VII. La documentación que acredite la ejecución material del destino final, así como los demás instrumentos que resulten necesarios conforme a la naturaleza del bien.
Artículo 59. El Comité analizará los expedientes técnicos-administrativos que le sean presentados y emitirá un acuerdo debidamente fundado y motivado, en el que determinará:
I. La procedencia de la desincorporación del bien mueble; 
II. El destino final que corresponda; y 
III. El procedimiento aplicable para su disposición o enajenación.
Los acuerdos del Comité deberán quedar asentados en el acta de sesión correspondiente.
Artículo 60. El Comité podrá determinar como destino final de los bienes muebles, según corresponda:
I. Enajenación mediante los procedimientos previstos en las presentes Normas Generales;
II. Donación a instituciones públicas o privadas sin fines de lucro;
III. Transferencia entre entes públicos;
IV. Destrucción, cuando por su estado físico, funcional o características técnicas resulte procedente; o
V. Baja definitiva del inventario patrimonial, debidamente justificada por el área resguardante conforme a los elementos técnicos y administrativos que acrediten la improcedencia de su aprovechamiento.
Artículo 61. La desincorporación de bienes muebles procederá únicamente cuando el Comité determine, mediante acuerdo debidamente fundado y motivado, que el bien no resulta útil para el servicio público o que concurre alguno de los supuestos previstos en las presentes Normas Generales.
Artículo 62. Los procedimientos de enajenación previstos en las presentes Normas Generales son de orden público y tienen por objeto transmitir, en forma legal, transparente y eficiente, el derecho de propiedad de los bienes muebles propiedad del Estado que hayan sido previamente desincorporados conforme a lo dispuesto en estas Normas Generales.
Artículo 63. La enajenación de dichos bienes se realizará procurando en todo momento las mejores condiciones para el Estado, atendiendo a los principios de economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad, transparencia y honradez en la administración de los recursos públicos.
Corresponderá a la Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, ejecutar los procedimientos de enajenación que autorice el Comité.
Artículo 64. La enajenación de bienes muebles podrá realizarse mediante alguno de los siguientes procedimientos:
I. Licitación Pública. Cuando el valor del avalúo o el precio mínimo de enajenación de los bienes muebles sea igual o superior a los montos establecidos para esta modalidad en el Presupuesto de Egresos del Estado de Hidalgo correspondiente al ejercicio fiscal en que se realice la operación.
II. Subasta Pública. Cuando, previa autorización del Comité, se determine la conveniencia de realizar la venta de los bienes mediante este mecanismo, pudiendo llevarse a cabo de forma presencial, electrónica o mediante la contratación de servicios especializados para tal efecto.
III. Invitación a cuando menos tres personas. Cuando el valor del avalúo o del precio mínimo de enajenación se ubique dentro de los montos establecidos para esta modalidad en el Presupuesto de Egresos del Estado de Hidalgo vigente.
IV. Adjudicación Directa. Cuando el valor del avalúo o precio mínimo de enajenación no exceda los montos previstos para esta modalidad en el Presupuesto de Egresos del Estado de Hidalgo, o bien cuando habiéndose realizado previamente un procedimiento de Licitación Pública o Invitación a cuando menos tres personas, éste se declare desierto.
V. Permuta. Cuando resulte procedente para extinguir obligaciones a cargo del Estado, conforme a las disposiciones del Código Civil del Estado de Hidalgo, podrá aceptar o realizar la dación en pago de bienes muebles. 
El Comité determinará el procedimiento de enajenación aplicable en cada caso, con base en la información contenida en el expediente técnico-administrativo del bien y en los criterios de economía, eficacia, eficiencia y transparencia.
Artículo 65. Para determinar el valor mínimo de enajenación de los bienes muebles, el Comité se sujetará a los siguientes criterios:
I. Cuando se trate de desechos o bienes considerados como chatarra, deberá aplicarse la última publicación vigente de la Lista de Valores Mínimos para Desechos de Bienes Muebles que generen las Dependencias de la Administración Pública Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación por la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno.
II. Cuando los bienes no se encuentren contemplados en la lista referida en la fracción anterior, deberá obtenerse avalúo emitido por perito valuador registrado ante el Tribunal Superior de Justicia del Estado de Hidalgo o por institución legalmente facultada para realizar dicha valuación.
III. El avalúo tendrá una vigencia máxima de ciento ochenta días naturales contados a partir de su emisión y deberá encontrarse vigente al momento de publicarse la convocatoria, invitación o formalizarse la adjudicación correspondiente.
IV. En el caso de vehículos, el valor mínimo de enajenación se determinará conforme a lo siguiente:
a) Aplicando como referencia la Guía EBC o Libro Azul, utilizando el valor promedio que resulte de los valores de compra y venta publicados;
b) Cuando el vehículo no se encuentre contemplado en dicha guía, o haya sido objeto de modificaciones estructurales o de equipamiento especializado, su valor deberá determinarse mediante avalúo;
c) Cuando el vehículo se considere como desecho, el valor mínimo se determinará conforme a la lista de valores mínimos mencionada en la fracción I.
Artículo 66. No podrán participar en los procedimientos de enajenación previstos en las presentes Normas Generales las personas físicas o morales que se encuentren en alguno de los siguientes supuestos:
I. Las que se encuentren inhabilitadas para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público;
II. Aquellas que hubieren incumplido obligaciones derivadas de procedimientos de enajenación realizados previamente por el Poder Ejecutivo del Estado;
III. Las que hubieren proporcionado información falsa o actuado con dolo o mala fe en procedimientos de enajenación de bienes muebles;
IV. Las que mantengan adeudos derivados de la adquisición de bienes muebles enajenados por el Poder Ejecutivo del Estado;
V. Las que se encuentren sujetas a procedimientos de concurso mercantil o quiebra;
VI. Las personas servidoras públicas que, por razón de sus funciones, hayan tenido acceso a información privilegiada relacionada con los procedimientos de enajenación; y
VII. Las demás que se encuentren impedidas conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.
Cualquier procedimiento de enajenación que se realice en contravención de lo dispuesto en el presente artículo será nulo de pleno derecho.
Artículo 67. Las convocatorias para la enajenación de bienes muebles cuando resulte aplicable deberán contener, cuando menos, la siguiente información:
I. La denominación:
II. “Estado Libre y Soberano de Hidalgo, a través de la Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo”;
III. Descripción general, cantidad y unidad de medida de los bienes muebles;
IV. El precio mínimo de enajenación o valor base del procedimiento;
V. El lugar, fecha y forma en que los interesados podrán consultar las bases, así como el sitio donde se encuentren físicamente los bienes muebles;
VI. Lugar, fecha y hora para la celebración de:
a) junta de aclaraciones,
b) presentación y apertura de proposiciones económicas,
c) y emisión del fallo correspondiente;
VII. El porcentaje, forma y términos de la garantía de seriedad de las proposiciones;
VIII. Lugar y plazo máximo para el retiro de los bienes adjudicados;
IX. Las condiciones de pago;
X. La indicación de que, en caso de declararse desierto el procedimiento, el Comité podrá determinar la realización de un nuevo procedimiento de enajenación o autorizar alguno distinto conforme a las presentes Normas Generales.
Entre la fecha de publicación de la convocatoria y la celebración de la junta de aclaraciones deberá mediar un plazo mínimo de cinco días hábiles.
En casos debidamente justificados, el Comité podrá autorizar la modificación de los plazos cuando las características o volumen de los bienes así lo ameriten.
CAPÍTULO XI
DE LA LICITACIÓN PÚBLICA Y SUBASTA PÚBLICA
Artículo 68. La Licitación Pública y la Subasta Pública se realizarán mediante convocatoria pública en la que se establecerá, en su caso, el costo y forma de pago de las bases, el cual se fijará considerando la recuperación de los gastos derivados de la publicación de la convocatoria y de la elaboración de los documentos correspondientes.
Las personas interesadas podrán consultar previamente las bases de los procedimientos y, en su caso, adquirirlas mediante el pago correspondiente.
La convocatoria y sus modificaciones deberán publicarse en el Periódico Oficial del Estado de Hidalgo, en al menos un diario de circulación estatal y difundirse a través de los medios electrónicos institucionales, con el objeto de promover la participación del mayor número posible de interesados.
Artículo 69. Las bases para la enajenación de bienes muebles que emita el Comité en los procedimientos de Licitación Pública o Subasta Pública estarán disponibles para las personas interesadas a partir de la fecha de publicación de la convocatoria y hasta un día hábil previo a la celebración de la junta de aclaraciones o del acto de Subasta Pública, según corresponda.
Las bases deberán contener, cuando menos, lo siguiente:
I. La denominación: “Estado Libre y Soberano de Hidalgo, a través de la Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo”;
II. Descripción completa de los bienes muebles objeto de enajenación, incluyendo sus características, estado físico y precio mínimo de enajenación o valor de salida;
III. Requisitos para acreditar la personalidad jurídica de los participantes;
IV. Instrucciones para la presentación de propuestas económicas de compra, las cuales deberán formularse en firme;
V. Lugar, fecha y hora de celebración de los actos del procedimiento;
VI. Monto, forma y condiciones de la garantía de seriedad de las propuestas, la cual no podrá ser menor al diez por ciento ni mayor al treinta y tres por ciento del valor ofertado en el caso de Licitación Pública;
VII. Condiciones de pago;
VIII. Lugar, plazo y condiciones para el retiro de los bienes adjudicados;
IX. Criterios de adjudicación;
X. Causas de descalificación de los participantes;
XI. Causas por las cuales el procedimiento podrá declararse desierto;
XII. Reglas aplicables a la Subasta Pública, cuando corresponda;
XIII. Declaración de integridad mediante la cual los participantes manifiesten, bajo protesta de decir verdad, que se abstendrán de realizar conductas que puedan influir o alterar el resultado del procedimiento;
XIV. Manifestación bajo protesta de decir verdad de no encontrarse en los supuestos de impedimento previstos en las presentes Normas Generales y en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Hidalgo;
XV. Las sanciones aplicables en caso de incumplimiento; y
XVI. Cualquier otra condición que, atendiendo a la naturaleza de los bienes muebles, determine el Comité.
Artículo 70. La Oficialía Mayor, a través de la Dirección General de Recursos Materiales, deberá remitir a la Secretaría de Contraloría, cuando menos con dos días hábiles de anticipación a la publicación de la convocatoria, copia de la convocatoria, de las bases y del valor mínimo de enajenación de los bienes.
La Secretaría de Contraloría, en ejercicio de sus atribuciones, podrá verificar y vigilar que los procedimientos de enajenación se realicen conforme a las presentes Normas Generales y demás disposiciones jurídicas aplicables.
Artículo 71. Podrá participar en los procedimientos de Licitación Pública toda persona física o moral que cumpla con los requisitos establecidos en la convocatoria y en las bases correspondientes, con excepción de los supuestos establecidos en el numeral 67 de las presentes Normas Generales.
Artículo 72. En el acto de presentación y apertura de propuestas, la persona servidora pública que presida el evento dará lectura a las propuestas económicas presentadas, informando aquellas que hayan sido desechadas por incumplir los requisitos establecidos, así como las causas que motivaron dicha determinación.
En ningún caso la enajenación de bienes muebles podrá realizarse a un precio inferior al valor mínimo determinado conforme a lo dispuesto en las presentes Normas Generales.
Artículo 73. De cada uno de los actos del procedimiento se levantará acta circunstanciada, la cual será firmada por las personas servidoras públicas que intervengan y por los participantes presentes.
La falta de firma de alguno de los participantes no invalidará el contenido ni los efectos del acta.
El Comité emitirá el fallo correspondiente, el cual podrá darse a conocer en el mismo acto o en fecha posterior, dentro de un plazo máximo de cinco días hábiles contados a partir de la apertura de propuestas.
En caso de empate entre dos o más propuestas económicas, el Comité determinará la adjudicación al participante que presente las mejores condiciones técnicas y económicas para el Estado.
Si el adjudicatario incumple con el pago de los bienes, se hará efectiva la garantía correspondiente y el Comité podrá adjudicar los bienes al participante que hubiere presentado la siguiente mejor propuesta.
Artículo 74. El Comité declarará desierta la Licitación Pública o la Subasta Pública en los siguientes casos:

I. Cuando ninguna persona Física o moral adquiera las bases del procedimiento dentro del plazo establecido
II. Cuando no se presente ninguna proposición económica en el acto de presentación y apertura; o
III. Cuando la totalidad de las propuestas presentadas no cumplan los requisitos solicitados en las bases o los precios ofertados no sean aceptables por encontrarse debajo del valor mínimo establecido.
En los supuestos anteriores, el Comité podrá determinar la realización de un nuevo procedimiento o autorizar otro mecanismo de enajenación conforme a lo dispuesto en las presentes Normas Generales.
Artículo 75. La Subasta Pública se realizará una vez que el procedimiento de Licitación Pública haya sido declarado desierto respecto de una o varias partidas.
En la primera almoneda se considerará postura legal aquella que cubra al menos dos terceras partes del valor mínimo de enajenación fijado para la licitación.
En caso de no presentarse postura legal en la primera almoneda, se realizará una segunda almoneda reduciendo en un diez por ciento el valor de referencia anterior.
Las posturas deberán presentarse por escrito e incluir:
I. Nombre y domicilio del postor;
II. Monto ofrecido por los bienes; y
III. Firma autógrafa del participante o su representante.
La subasta concluirá cuando, después de anunciada una postura, transcurran cinco minutos sin que exista una nueva mejora.
El Comité levantará acta circunstanciada en la que se registren todas las posturas presentadas y el desarrollo del procedimiento.
Artículo 76. Cuando la Licitación Pública y la Subasta Pública se declaren desiertas, el Comité podrá autorizar la enajenación de los bienes mediante Invitación a cuando menos tres personas o Adjudicación Directa, tomando como referencia el valor correspondiente del avalúo vigente.
Artículo 77. Los procedimientos de Licitación Pública se desarrollarán conforme a los plazos establecidos en la convocatoria y en las bases, los cuales se computarán en días hábiles.
De manera orientativa, el procedimiento deberá considerar al menos las siguientes etapas:
I. Consulta de bases y verificación física de los bienes; 
II. Junta de aclaraciones; 
III. Presentación y apertura de propuestas económicas; y 
IV. Emisión del fallo.
No se aceptarán propuestas económicas que no cubran el precio mínimo de enajenación determinado conforme a las presentes Normas Generales o que incumplan los requisitos establecidos en las bases.


CAPÍTULO XII
DE LA INVITACIÓN A CUANDO MENOS TRES PERSONAS
Artículo 78. Previo acuerdo del Comité, la Oficialía Mayor, a través de la Dirección General de Recursos Materiales, podrá enajenar bienes muebles mediante el procedimiento de Invitación a cuando menos tres personas, cuando el valor de los bienes o las condiciones del mercado hagan más conveniente este mecanismo para el Estado.
La invitación deberá dirigirse al menos a tres personas físicas o morales con capacidad legal para adquirir los bienes, y difundirse en los medios electrónicos institucionales, así como en lugares visibles de las oficinas administrativas correspondientes.
La invitación deberá contener, como mínimo:
I. Descripción completa de los bienes muebles objeto de enajenación, incluyendo sus características y estado físico; 
II. Valor mínimo de enajenación; 
III. Garantía de seriedad de la propuesta; 
IV. Condiciones de pago; 
V. Lugar y plazo para el retiro de los bienes; 
VI. Fecha para la presentación de propuestas; y 
VII. Fecha de emisión del fallo.
La junta de aclaraciones podrá celebrarse cuando la naturaleza de los bienes lo requiera.
Las causas para declarar desierto el procedimiento serán:
a) Cuando no se presenten propuestas; 
b) Cuando ninguna de las propuestas cumpla los requisitos establecidos en la invitación.
Artículo 79. Los plazos del procedimiento de Invitación a cuando menos tres personas se establecerán en la invitación correspondiente, atendiendo a la naturaleza, volumen y características de los bienes a enajenar.
El procedimiento deberá contemplar, al menos, las siguientes etapas:
I. Consulta de la invitación y verificación física de los bienes; 
II. Presentación de propuestas económicas; 
III. Apertura de propuestas; y 
IV. Emisión del fallo.
No se aceptarán propuestas que no cubran el valor mínimo de enajenación o que incumplan los requisitos establecidos en la invitación.

CAPÍTULO XIII
DE LA ADJUDICACIÓN DIRECTA
Artículo 80. Previo acuerdo del Comité, la Oficialía Mayor, a través de la Dirección General de Recursos Materiales, podrá enajenar bienes muebles mediante el procedimiento de Adjudicación Directa, cuando se actualice alguno de los siguientes supuestos:
I. Caso fortuito o fuerza mayor debidamente acreditado; 
II. Existencia de razones debidamente justificadas que hagan inviable la realización de otro procedimiento de enajenación; 
III. Cuando los procedimientos de Licitación Pública, Subasta Pública o Invitación a cuando menos tres personas se hayan declarado desiertos.
Artículo 81. Para la autorización del procedimiento de Adjudicación Directa deberá integrarse un expediente que contenga, al menos, lo siguiente:
I. Solicitud dirigida al Comité suscrita por la persona Titular de la Dirección General de Recursos Materiales; 
II. Justificación del supuesto de excepción invocado; 
III. Identificación y descripción de los bienes; 
IV. Valor mínimo de enajenación o avalúo vigente; 
V. Documentación que integre el expediente del bien conforme al artículo 47 de las presentes Normas; y 
VI. Acta de baja del bien en el inventario patrimonial, cuando corresponda.
Artículo 82. La enajenación de bienes muebles mediante los procedimientos previstos en las presentes Normas deberá formalizarse mediante el instrumento jurídico correspondiente, el cual será suscrito por el Estado a través de la Oficialía Mayor y por la persona adquirente
CAPÍTULO XIV
SUSPENSIÓN Y CANCELACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE ENAJENACIÓN
Artículo 83. El Comité podrá acordar la suspensión temporal o cancelación de los procedimientos de enajenación en los siguientes casos:
I. Suspensión temporal
A) Cuando existan indicios de irregularidades que puedan afectar el patrimonio del Estado;
B) Cuando se presenten circunstancias de caso fortuito o fuerza mayor.
Si desaparecen las causas que motivaron la suspensión, el procedimiento podrá reanudarse previa notificación a los participantes.


II. Cancelación:
A) Cuando se actualicen causas de caso fortuito o fuerza mayor que impidan continuar el procedimiento;
B) Cuando se acrediten irregularidades graves en el desarrollo del procedimiento.
CAPÍTULO XV
DE LA PERMUTA Y DACIÓN EN PAGO
Artículo 84. El Estado, por conducto de la Oficialía Mayor y previo acuerdo del Comité, podrá enajenar bienes muebles mediante permuta, cuando resulte conveniente para el interés público.
La permuta deberá formalizarse mediante contrato y sujetarse a las disposiciones aplicables del Código Civil para el Estado de Hidalgo.
Artículo 85. El Estado podrá aceptar o realizar la dación en pago de bienes muebles, previo acuerdo del Comité, cuando resulte procedente para extinguir obligaciones a cargo del Estado, conforme a las disposiciones del Código Civil para el Estado de Hidalgo.
CAPÍTULO XVI
DE LA DONACIÓN Y EL COMODATO
Artículo 86. La Oficialía Mayor podrá donar o dar en comodato bienes muebles propiedad del Estado a municipios, instituciones educativas, culturales, organismos públicos o asociaciones civiles debidamente constituidas y registradas conforme a la Legislación aplicable.
Artículo 87. En el caso de comodato, la Oficialía Mayor podrá autorizarlo directamente, debiendo integrar el expediente respectivo y sujetarse a las disposiciones de control patrimonial aplicables.
Artículo 88. Tratándose de donaciones, se requerirá acuerdo previo del Comité, cuando el valor de los bienes objeto de donación exceda el equivalente a diez mil veces la Unidad de Medida y Actualización, se requerirá autorización del Titular del Ejecutivo del Estado.
Artículo 89. Los contratos de donación o comodato deberán formalizarse conforme a las disposiciones jurídicas aplicables y contener la descripción detallada de los bienes objeto del acto jurídico.
Artículo 90. Los contratos de donación o comodato deberán ser suscritos por la persona Titular de la Oficialía Mayor, por la persona beneficiaria y por la persona Titular de la Dirección General de Recursos Materiales, previa revisión jurídica de la Coordinación General Jurídica.
Asimismo, podrán intervenir en su formalización las unidades administrativas competentes en la asignación, administración o control de los bienes, así como el personal que se determine conforme a las disposiciones aplicables, incluyendo testigos cuando así se requiera para efectos de validez o control administrativo.
Artículo 91. La transferencia de propiedad de bienes muebles del dominio privado del Estado deberá realizarse conforme a lo dispuesto en la Ley  y en las presentes Normas Generales, previa autorización de las autoridades competentes.
CAPÍTULO XVII
DE LA DESTRUCCIÓN DE BIENES MUEBLES
Artículo 92. La Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, podrá autorizar y ejecutar la destrucción de bienes muebles, previa desincorporación y dictamen técnico correspondiente, cuando se actualice alguno de los siguientes supuestos:
I. Cuando por su naturaleza, estado físico o condiciones de deterioro, representen un riesgo para la salubridad, la seguridad pública o el medio ambiente;
II. Cuando exista disposición legal, reglamentaria o mandato de autoridad competente que ordene su destrucción; y
III. Cuando, habiéndose agotado los procedimientos de enajenación y las acciones de ofrecimiento para donación previstos en las presentes Normas Generales, no exista persona interesada en su adquisición o aprovechamiento.
En todos los casos, la destrucción deberá:
a) Estar sustentada en el expediente técnico-administrativo correspondiente; 
b) Realizarse respecto de bienes que se encuentren bajo resguardo del Almacén General, salvo causa debidamente justificada; 
c) Llevarse a cabo en coordinación con las autoridades competentes, conforme a la naturaleza del bien; y 
d) Formalizarse mediante acta administrativa circunstanciada, en la que se deje constancia de su ejecución y disposición final.
La Dirección General de Recursos Materiales será responsable de verificar el cumplimiento de las disposiciones legales, administrativas y ambientales aplicables, así como de realizar las actualizaciones correspondientes en el Sistema de Inventarios y demás registros patrimoniales.
Artículo 93. La Oficialía Mayor, a través de la Dirección General de Recursos Materiales, deberá informar a la Secretaría de Contraloría o al Órgano Interno de Control del Órgano Superior que tenga bajo su resguardo el bien de que se trate, a efecto de que participe en el proceso o en su caso, designe un representante, quien intervendrá en el acta que se elabore para dejar constancia de dicha destrucción, con la finalidad de la cancelación de los registros en el Sistema de Inventarios. 
La destrucción deberá documentarse mediante acta circunstanciada en la que se describan los bienes, sus características de identificación, cantidad, motivo de la destrucción, método utilizado y las personas servidoras públicas que intervinieron, anexando evidencia documental y fotográfica cuando resulte procedente.
Tratándose de bienes que impliquen riesgos ambientales o de manejo especial, se deberá observar la normativa aplicable en materia de residuos y protección al medio ambiente.
Artículo 94. En los casos en que alguna dependencia facultada para la asignación de armamento o equipo anti motín, tenga conocimiento que éstos ya no son útiles por encontrarse en condiciones de caducidad, obsolescencia o inaplicación en el servicio, deberá de cumplir con las disposiciones que a cada uno de estos conceptos corresponda, con el objeto de proceder a la baja de registros en el padrón de inventarios respectivos, para llevar a cabo la destrucción de dichos bienes, en presencia de la Oficialía Mayor, a través de la Dirección General de Recursos Materiales, con la intervención de la Secretaría de Contraloría o del Órgano Interno de Control del Órgano Superior que tenga bajo su resguardo el bien de que se trate.
Las dependencias encargadas de la seguridad pública, deberán realizar los trámites correspondientes ante la Secretaría de la Defensa Nacional, para que las armas de fuego que fueron entregadas sean excluidas de la licencia colectiva de portación de armas y se actualice el Padrón de Registro Federal de Armas, de conformidad con la legislación aplicable en materia de armas de fuego y explosivos.

CAPÍTULO XVIII
BAJA DEFINITIVA DE BIENES MUEBLES
Artículo 95. Una vez emitida la determinación del Comité de Bienes Muebles y ejecutado el destino final autorizado, la Dirección General de Recursos Materiales procederá a realizar la baja del bien en el Sistema de Inventarios.
Asimismo, procederá la baja administrativa directa y la afectación contable inmediata de aquellos bienes muebles que hayan sido objeto de robo, extravío o siniestro irreversible, una vez que la persona servidora pública responsable o el área administrativa hayan presentado el acta circunstanciada y la denuncia correspondiente ante el Ministerio Público, de conformidad con el Artículo 48 de estas Normas Generales, a fin de no viciar los estados financieros del Estado.
La baja comprenderá: 
I. La actualización del Sistema de Inventarios; 
II. La cancelación del resguardo correspondiente, únicamente cuando el bien cuente con asignación individual o en su caso se realizará la actualización; y 
III. La notificación a la Dirección General de Contabilidad Gubernamental de la Secretaría de Hacienda para la conciliación y actualización de los registros contables
Artículo 96. Para proceder a la baja de bienes muebles respecto de los cuales no se cuente con factura, acta, contrato u otro documento que acredite la propiedad, la Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, podrá considerar el resguardo oficial correspondiente como elemento de control administrativo que acredite su registro en el Sistema de Inventarios.
En estos casos, la baja deberá sustentarse adicionalmente en:
I. Acta administrativa circunstanciada que describa el bien, su estado físico y las circunstancias de su registro y permanencia en el inventario; 
II. Validación física del bien, preferentemente a través del Almacén General o del área competente; y 
III. Justificación fundada y motivada de la procedencia de la baja, integrada en el expediente técnico-administrativo correspondiente.
Tratándose de vehículos, será indispensable contar con resolución de autoridad competente o documento supletorio que permita acreditar la propiedad del bien, así como los elementos que permitan su plena identificación y correspondencia con los registros institucionales.
CAPÍTULO XIX
DE LA PRESENTACIÓN DE LOS INFORMES
Artículo 97. La Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, integrará y remitirá anualmente a la Dirección General de Contabilidad Gubernamental de la Secretaría de Hacienda del Estado de Hidalgo, el informe anual de la depreciación y amortización de los Bienes Muebles, correspondiente al cierre del ejercicio fiscal.
Dicho informe deberá contener la información relativa a altas, bajas, cambios de adscripción, desincorporaciones y destino final de los bienes muebles, así como los saldos finales del inventario, a efecto de llevar a cabo la conciliación patrimonial y contable conforme a las disposiciones aplicables en materia de contabilidad gubernamental.
La Dirección General de Recursos Materiales deberá asegurar que la información remitida sea consistente, verificable y congruente con los registros del Sistema de Inventarios, así como con los movimientos reflejados en los estados financieros del Estado.
CAPÍTULO XX
DISPOSICIONES FINALES
Artículo 98. La Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, deberá prever que los bienes muebles asignados a las dependencias para el desarrollo de sus atribuciones se encuentren debidamente protegidos mediante la póliza de aseguramiento correspondiente, la cual deberá mantenerse vigente, a fin de garantizar la protección del patrimonio del Estado.
Quedan exceptuados de lo anterior el armamento y equipo antimotín, cuya contratación, administración y control del aseguramiento corresponderá a la dependencia que los tenga bajo su resguardo, conforme a la normativa aplicable.
Tratándose de vehículos, las Unidades Administrativas o equivalentes serán responsables de verificar que cuenten con póliza vigente, así como de la correcta correspondencia de los datos de identificación del bien asegurado, sin perjuicio de la coordinación que corresponda con la Oficialía Mayor.
Artículo 99. Las dependencias deberán conservar y resguardar por separado en forma ordenada y sistemática la documentación relativa a los bienes muebles que tienen asignados para el desempeño de sus funciones, respecto de los actos que se realicen en el marco de las presentes Normas Generales, sin perjuicio de las disposiciones en materia de archivo y gestión documental aplicables
Artículo 100. Los recursos que se obtengan con motivo de la enajenación de bienes muebles deberán enterarse y registrarse conforme a las disposiciones aplicables en materia hacendaria y de contabilidad gubernamental.
Para tales efectos, la Dirección General de Recursos Materiales deberá notificar a la Dirección General de Contabilidad Gubernamental de la Secretaría de Hacienda del Estado de Hidalgo, a fin de que se realicen los registros correspondientes y se asegure la correcta conciliación patrimonial y contable.
Artículo 101. La Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, podrá requerir a las dependencias la información y documentación que resulte necesaria para el registro, control, verificación y seguimiento de los bienes objeto de las presente Normas Generales.
Artículo 102. La Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, integrará y resguardará un expediente documental correspondiente a cada procedimiento de destino final de bienes muebles.
Dicho expediente deberá contener, al menos:
a) La solicitud fundada y motivada de la dependencia resguardante; 
b) El inventario detallado de los bienes; 
c) El diagnóstico y, en su caso, dictamen técnico correspondiente; 
d) Las autorizaciones emitidas por el Comité; 
e) Los avalúos, cuando proceda; 
f) Las constancias que acrediten el destino final autorizado (enajenación, donación, destrucción o baja definitiva); 
g) Las actas administrativas que documenten la ejecución del procedimiento. 
Lo anterior, a efecto de garantizar la trazabilidad, legalidad y soporte documental de cada acto de disposición.
Artículo 103. En los casos de enajenación, donación o transferencia de bienes muebles, la Dirección General de Recursos Materiales deberá formalizar la entrega mediante acta administrativa de entrega-recepción.
Dicha acta deberá contener la descripción detallada de los bienes, sus características de identificación, estado físico, valor de referencia cuando proceda y las condiciones de transmisión correspondientes.
La formalización de la entrega no exime a la dependencia de origen de las responsabilidades previas que pudieran derivarse del uso, resguardo o administración de los bienes.
Artículo 104. El incumplimiento de las disposiciones previstas en las presentes Normas Generales dará lugar a las responsabilidades administrativas, civiles o penales que correspondan, en términos de la legislación aplicable.
Dicha responsabilidad se actualizará cuando los actos u omisiones afecten el control, registro, resguardo, integridad o destino de los bienes objeto de las presentes Normas Generales, sin perjuicio de las operaciones rutinarias de administración y manejo de almacenes realizadas conforme a los procedimientos internos autorizados.



TRANSITORIOS
PRIMERO. Las presentes Normas Generales entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Hidalgo.
SEGUNDO. Se abrogan las Normas Generales Sobre Bienes Muebles Administrados por el Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo, publicadas en el Periódico Oficial del Estado de Hidalgo el 01 de Octubre de 2021 así como todas aquellas disposiciones administrativas que se opongan a lo previsto en el presente ordenamiento.
TERCERO. Los procedimientos de desincorporación o destino final de bienes muebles que se encuentren en trámite al momento de la entrada en vigor de las presentes Normas Generales continuarán sustanciándose conforme a las disposiciones vigentes al momento de su inicio, salvo que resulte procedente la aplicación de las presentes Normas en beneficio de la administración pública y sin afectar derechos adquiridos.
CUARTO. La Oficialía Mayor, por conducto de la Dirección General de Recursos Materiales, contará con un plazo de hasta ciento veinte días hábiles, contados a partir de la entrada en vigor de las presentes Normas Generales, para realizar las adecuaciones necesarias al Sistema de Inventarios, la actualización de los procedimientos administrativos internos y la implementación de los mecanismos de control, registro y seguimiento patrimonial previstos en el presente ordenamiento
QUINTO. Las dependencias del Poder Ejecutivo deberán armonizar sus inventarios y registros patrimoniales conforme a lo dispuesto en las presentes Normas Generales dentro del plazo señalado en el artículo anterior.
SEXTO. La Oficialía Mayor deberá instalar formalmente el Comité de Bienes Muebles dentro de un plazo no mayor a veinte días hábiles contados a partir de la entrada en vigor de las presentes Normas Generales.
SÉPTIMO. Dentro de un plazo no mayor a cuarenta días hábiles posteriores a su instalación, el Comité de Bienes Muebles deberá emitir y aprobar sus Lineamientos de operación y desincorporación de bienes muebles de la Administración Pública Centralizada del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo.
OCTAVO. La Dirección General de Servicios Generales, en coordinación con la Dirección General de Recursos Materiales, deberá establecer, dentro del plazo señalado en el artículo cuarto transitorio, los mecanismos operativos, controles internos y procedimientos específicos para el funcionamiento del Almacén General, conforme a lo previsto en las presentes Normas Generales.

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo, en la ciudad de Pachuca de Soto, Estado de Hidalgo, a los ___ días del mes de ___________ de 2026.
EDGAR ORLANDO ÁNGELES PÉREZ
OFICIAL MAYOR DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE HIDALGO

